
Suspensión de las obligaciones derivadas de créditos sin garantías hipotecarias 

Se suspenden temporal las obligaciones contractuales derivadas de todo préstamo o crédito 
sin garantía hipotecaria que estuviera vigente a 2 de abril de 2020, cuando esté contratado por 
una persona física que se encuentre en situación de vulnerabilidad económica como 
consecuencia de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19; así como sus fiadores o 
avalistas, quienes podrán exigir que el acreedor agote el patrimonio del deudor principal antes 
de reclamarles la deuda garantizada, aun cuando en el contrato hubieran renunciado 
expresamente al beneficio de excusión. 

Solicitud: Los deudores podrán solicitar del acreedor, hasta un mes después del fin de la 
vigencia del estado de alarma, la suspensión de sus obligaciones derivadas de los contratos de 
crédito sin garantía hipotecaria, acompañándola de la documentación acreditada. El acreedor 
procederá a la suspensión automática de las obligaciones derivadas del crédito sin garantía 
hipotecaria. 

La aplicación de la suspensión no requerirá acuerdo entre las partes para que surta efectos, ni 
novación contractual alguna. La suspensión de las obligaciones contractuales surtirá efectos 
desde la solicitud del deudor al acreedor a través de cualquier medio. 

No obstante, si el crédito o préstamo estuviera garantizado mediante algún derecho inscribible 
distinto de la hipoteca o hubiera accedido al Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles, 
será necesaria la inscripción de la ampliación de plazo que suponga la suspensión, de acuerdo 
con las normas generales aplicables. Durante la vigencia del estado de alarma y hasta que 
vuelva a restablecerse plenamente la libertad deambulatoria, no podrán formalizarse las 
escrituras públicas, aunque ello no suspenderá la aplicación de la moratoria, que deberá 
aplicarse automáticamente, se haya formalizado o no aún dicha suspensión en escritura. 

Una vez aplicada la suspensión el acreedor comunicará al Banco de España su existencia y 
duración. Los importes que serían exigibles al deudor de no aplicarse la moratoria no se 
considerarán vencidos. La suspensión tendrá una duración de 3 meses ampliables mediante 
Acuerdo de Consejo de Ministros. 

Cuando prestamista y prestatario beneficiario de la moratoria acuerden una novación, como 
consecuencia de la modificación del clausulado del contrato en aspectos distintos a la 
suspensión a la que se refiere el artículo 13 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
incorporarán, además de aquellos otros aspectos que las partes pacten, la suspensión de las 
obligaciones contractuales impuestas por este real decreto-ley y solicitadas por el deudor, así 
como el no devengo de intereses durante la vigencia de la suspensión. 

- Efectos durante el periodo de vigencia de la suspensión: 

- El acreedor no podrá exigir el pago de la cuota, ni de ninguno de los conceptos que la 
integran (amortización del capital o pago de intereses), ni íntegramente, ni parcialmente. 

- No se devengarán ningún tipo de intereses, ni ordinarios, ni de demora. 

- La fecha del vencimiento acordada en el contrato se ampliará, como consecuencia de la 
suspensión, por el tiempo de duración de esta, sin modificación alguna del resto de las 
condiciones pactadas. Tratándose de bienes o derechos inscribibles se ajustarán a su propia 
normativa, de acuerdo con las reglas generales, y lo dispuesto en el apartado segundo del 
artículo anterior. 



Consecuencias de acogerse indebidamente a la suspensión: 

El deudor que se hubiese beneficiado en fraude de ley de las medidas de suspensión de las 
obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria será responsable de 
los daños y perjuicios que se hayan podido producir, así como de todos los gastos generados 
por la aplicación de estas medidas de flexibilización, sin perjuicio de las responsabilidades de 
otro orden a que la conducta del deudor pudiera dar lugar. El importe de los daños, perjuicios 
y gastos no puede resultar inferior al beneficio indebidamente obtenido por el deudor por la 
aplicación de la norma. También incurrirá en responsabilidad el deudor que, voluntaria y 
deliberadamente, busque situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad económica 
con la finalidad de obtener la aplicación de estas medidas, correspondiendo la acreditación de 
esta circunstancia a la entidad con la que tuviere concertado el préstamo o crédito 


